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Formación sanitaria especializada: evolución histórica y competencias normativas 



I.  EVOLUCIÓN HISTÓRICA

Los estudios de grado y posgrado en Ciencias de la salud se corresponden con una oferta del sistema educativo de los países de nuestro entorno, en nuestro caso directamente relacionada con el derecho fundamental a la vida y a la integridad física -art. 15 de la Constitución Española (CE)- y con la obligación pública de proteger la salud de los ciudadanos -art. 43 CE-, cuyo respeto y protección informa la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los Poderes públicos -art. 53.3 CE-. Con relación a los estudios de posgrado, la figura del personal sanitario licenciado o diplomado, que cursa los estudios oficiales de especialista en Ciencias de la salud a través del sistema de residencia (MIR-DIR), es bien conocida en el panorama de nuestro sistema de protección de la salud y cuenta con una tradición normativa que ha venido variando al compás marcado por la legislación de especialidades sanitarias  (1) . En este sentido, hasta la aprobación de la Ley de Especialidades médicas de 20 de julio de 1955 el ejercicio de la profesión sanitaria especializada carecía del soporte de una titulación oficial y era fruto por lo general de las enseñanzas impartidas por Universidades y Facultades. Frente a esta situación, la Ley de 1955 estableció expresamente el título de especialista sanitario, garantizó el ejercicio público de la profesión y la certeza de que quien lo ostenta ha superado las pruebas y enseñanzas que exigía la propia Ley  (2) .

La Ley 1955 fue desarrollada mediante Decreto de 23 de diciembre de 1957 y también a través de las Órdenes ministeriales de 1 de abril de 1958 y 10 de octubre de 1962. Este entramado reguló por vez primera las especialidades médicas -especialidades establecidas legalmente; especialidades incluidas en la disciplina de Patología médica; y especialidades incluidas en la disciplina de Patología quirúrgica-, sin perjuicio de la existencia de singularidades relativas a Odontología y Estomatología; exigió contar con el título de licenciado en Medicina; también la realización de estudios y prácticas de especialización de acuerdo con un programa nacional único para cada especialidad; así como la superación de unas pruebas finales para obtener el título de especialista sanitario. De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, desde ese mismo momento la posesión del título de especialista pasó a ser imprescindible para ocupar un puesto de trabajo como especialista en cualquier centro o establecimiento sanitario, público pero también privado  (3) . Nota peculiar de dicha Ley es la vinculación de la formación sanitaria especializada a la Universidad en tanto en cuanto la expedición del título exigía contar con el preceptivo informe del claustro de medicina de la Facultad correspondiente, estando los alumnos sometidos a la inspección del rectorado y realizando las pruebas finales en la Universidad de la que dependían  (4) . La Ley de 1955, en fin, atribuyó al Consejo de Ministros la facultad de establecer cualesquiera otras titulaciones cuando así viniese exigido por el progreso de la medicina y también determinó los centros aptos para impartir este tipo de docencia sanitaria  (5) .

Durante la vigencia de la Ley de 1955, el Ministerio de Trabajo procedió a regular simultáneamente las categorías de internos y residentes como médicos posgraduados y fijó las bases de su formación en las residencias sanitarias de la Seguridad Social mediante Órdenes de 3 de septiembre de 1969 y 28 de junio de 1971  (6) . En este contexto, la posterior Orden de 9 de diciembre de 1977, del Ministerio de Sanidad, unificó el procedimiento para los hospitales de la Seguridad Social y aquellos otros, públicos o privados, que voluntariamente quisieran participar en el proceso de formación  (7) . La vinculación de estos médicos con dichas instituciones sanitarias quedó formalmente establecida a través de un contrato de trabajo. Lo característico de la recién estrenada formación sanitaria residía en su desvinculación de la Universidad y en su lógica orientación en un sentido más laboral que docente  (8) . Congruente con este esquema, el sistema formativo se dotó de un numerus clausus y de un procedimiento de acceso mediante convocatoria nacional  (9) . Este sistema acabó prevaleciendo frente al universitario merced al desarrollo de la medicina especializada al hilo de la expansión de los servicios sanitarios de la Seguridad Social, que no podían quedar a la espera de que el sistema universitario, pensado para otras circunstancias, produjese suficientes especialistas  (10) . Sin embargo, conviene apuntar que las carencias de este sistema, medidas en términos de calidad asistencial, no tardaron en hacerse notar  (11) .

La fusión de los dos sistemas anteriores en un único mecanismo se produjo mediante el RD 2015/1978, que reguló la obtención del título de médico especialista a través del sistema de residencia en los departamentos y servicios hospitalarios y extrahospitalarios que reunieran los requisitos mínimos de acreditación. Además de consolidar el criterio del numerus clausus para el acceso a la formación especializada, algo doctrinalmente criticado pero posteriormente justificado por el Tribunal Supremo  (12) , el nuevo sistema dio carta de naturaleza a una comisión nacional de especialidad encargada, entre otras funciones, de determinar los contenidos y proponer la duración de los programas formativos así como de determinar las directrices de las pruebas de evaluación  (13) . El siguiente hito en la evolución del tratamiento normativo de la figura MIR-DIR vino de la mano del RD 127/1984, por el que se regula la Formación médica especializada y la obtención del título de médico especialista. Esta norma constituye el antecedente inmediato de la normativa que en la actualidad incorpora los elementos institucionales de la relación laboral especial de residencia y delimita el régimen jurídico de la vertiente formativa del contrato de trabajo MIR-DIR  (14) . Al respecto, en este momento interesa destacar que el RD 127/1984 confirmó el numerus clausus y el acceso a la formación mediante convocatoria nacional única -admitiendo con carácter excepcional otros procedimientos de acceso  (15) - e introdujo dos aspectos relevantes en los planos institucional y contractual de la relación de trabajo MIR-DIR.

En el plano institucional, una innovación del RD 127/1984 lo fue en relación con la noción y alcance del título de médico especialista  (16) , titulación que quedó preceptivamente exigida para ejercer la profesión como médico especialista y para ocupar puestos de trabajo en centros o instituciones sanitarias públicas o privadas con tal denominación. En el plano contractual, dicha norma confirmó expresamente la naturaleza laboral del contrato que liga al MIR-DIR con la institución sanitaria en la que desarrolla el programa docente, algo que con la legislación laboral en la mano resulta innecesario porque se trata de una referencia meramente declarativa absolutamente privada de valor constitutivo  (17) , y también proporcionó un concepto de «médico interno residente» extraído de la Orden ministerial de junio de 1971 que en la práctica aglutinaba el objeto y la causa de dicho contrato de trabajo. De acuerdo, en efecto, con el art. 4.1.a).2.º RD 127/1984, el especialista en formación quedó conceptuado como el profesional sanitario que para obtener el título ha de permanecer durante un período limitado de tiempo en centros o unidades docentes acreditadas para la docencia sanitaria especializada, realizando prácticas profesionales programadas y supervisadas con el fin de ir alcanzando progresivamente el nivel de conocimientos y responsabilidad necesarios para poder ejercer la especialidad de modo eficiente  (18) .

A las alturas de 1984 la naturaleza laboral del contrato existente entre el MIR-DIR y su unidad docente resultaba indubitada. Lo que ya no estaba tan claro era si se trataba de un contrato de trabajo común o de un contrato de trabajo formativo, particularmente un contrato de trabajo en prácticas. En este sentido, las sentencias de la Sala tercera del Tribunal Supremo de 16 de noviembre y 16 de diciembre de 1993 hablaban de este contrato de trabajo como un «... contrato de formación postgraduada...» que habilitaba para prestar una «... asistencia médica de carácter laboral...». Del mismo modo, la Sala cuarta de este mismo Tribunal manifestó que aunque «... estamos ante un contrato formativo, en el sentido amplio de la expresión, lo que sucede es que el contrato propio de los MIR no se identifica con ninguna de las dos variantes de contratos formativos que contempla el art. 11 ET [y] se trataría por tanto de un contrato de formación muy característico»  (19) . A resultas de esta construcción jurisprudencial, el contrato de trabajo MIR-DIR quedó en la práctica asimilado a un contrato formativo atípico, o modalidad especial de contrato de trabajo en prácticas  (20) , por no encajar en ninguna de las dos modalidades contractuales con causa formativa reconocidas en la Ley del Estatuto de los Trabajadores  (21) . Sea como fuere, importa destacar que la definición normativa del sistema de residencia por referencia al objeto y a la causa de este contrato de trabajo formativo atípico -opción normativa que se mantiene en la actualidad- tiene el valor añadido de que da cuenta de la particularidad de este contrato de trabajo y sirve asimismo para deslindar la prestación de servicios asistenciales por parte de los especialistas sanitarios de plantilla o consolidados, de un lado, y por parte del MIR-DIR, de otro lado.

En desarrollo de la afirmación anterior, los signos característicos de la relación de trabajo MIR-DIR y que determinan la especialidad de este contrato de trabajo son varios, todos aportados por la legislación de especialidades sanitarias  (22) : a) El MIR-DIR se encuentra en instituciones sanitarias acreditadas para la docencia; b) La finalidad de esta figura viene determinada por la necesidad de alcanzar una formación teórica y práctica especializada; c) Tal formación y práctica profesional se adquieren de forma progresiva, programada y supervisada; y, d) El MIR-DIR asume una responsabilidad creciente en la práctica de la especialidad, es decir, su meta es alcanzar de forma progresiva los conocimientos y la responsabilidad profesional necesarios para ejercer la especialidad de modo autónomo y eficiente. El régimen de la planificación y supervisión de la actividad del residente, por consiguiente, constituye el rasgo que caracteriza naturalmente el sistema de residencia porque está en la base de la asunción progresiva de responsabilidad profesional por parte del residente. Y es que aunque este sujeto tenga reconocido un ámbito de legítima actuación profesional, resulta obligado distinguir entre lo que tiene permitido y lo que tiene vedado  (23) . La solución a este asunto viene de la mano de este régimen de planificación y supervisión de la actividad profesional, articulado, como más adelante habrá ocasión de comprobar, por remisión tanto a las sucesivas adaptaciones del programa formativo de la especialidad confiadas a los órganos docentes específicamente previstos en la ley, cuanto a los distintos niveles de responsabilidad exigibles al residente previstos en su correspondiente programa en función del año de residencia.

Bajo la vigencia del RD 127/1984, el contrato de trabajo MIR-DIR quedaba reconocido como un contrato de trabajo ordinario al que en ausencia de normas que en aquel momento disciplinasen la prestación de servicios de estos profesionales, le resultaban de aplicación las reglas laborales comunes, que en lo esencial se contenían -y se contienen- en la Ley 9/1980, del Estatuto de los Trabajadores, hoy reconvertida en el RD-Legislativo 1/1995, que aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (ET). En estas condiciones, el régimen de ejecución del trabajo de estos trabajadores resultaba directamente acordado en el contrato individual, en buena parte de los casos con importantes matices respecto del alcance aplicativo de las correspondientes reglas legales  (24) . Esta práctica ocasionó un alto índice de judicialización de dicha relación de trabajo  (25) . La vertiente laboral de este contrato de trabajo, en efecto, fue objeto de construcción jurisprudencial sobre la base de adaptaciones interpretativas del alcance de las instituciones laborales comunes. Así, por ejemplo, el Tribunal Supremo vino declarando sin fisuras que el MIR-DIR quedaba excluido del ámbito de aplicación de los convenios y acuerdos colectivos aplicables al personal funcionario, estatutario e incluso laboral al servicio de las Administraciones Públicas  (26) . En esta línea, el Tribunal Supremo también previno que el régimen retributivo del contrato de trabajo en prácticas no resultaba aplicable al contrato MIR-DIR  (27) , generándose asimismo gran litigiosidad con respecto de la regulación de dos materias centrales en toda relación de trabajo subordinado como son el tiempo de trabajo y la prestación salarial.

La dificultad de encajar las reglas laborales comunes en la prestación de servicios MIR-DIR así como la necesidad de reconducir los límites del poder de dirección empresarial poniendo coto a la función reguladora del contrato de trabajo, fueron sendas circunstancias que estuvieron en la mente del legislador cuando la Ley 44/2003, de Ordenación de las profesiones sanitarias (LOPS), dotó expresamente a esta relación de trabajo de la condición de relación laboral especial. En este sentido, y con carácter general, el ámbito sanitario es muy propicio para la aparición de fenómenos de trabajo formativo  (28) , algo que queda de manifiesto al comprobar la importancia que la citada Ley concede a la Formación de los profesionales sanitarios en general -Título II LOPS- y a la de los Especialistas en Ciencias de la salud más en particular  (29) . De los cuatro Capítulos del Título II LOPS -normas generales (art. 12 LOPS); formación pregraduada (arts. 13/14 LOPS); formación especializada en Ciencias de la salud (arts. 15/32 LOPS); y formación continuada (arts. 33/36 LOPS)-, el tercero es con mucho el más extenso, va dedicado en exclusiva a la Formación especializada en Ciencias de la salud -arts. 15/32 LOPS-, y además de reconocer la condición de relación laboral especial de la relación de trabajo MIR-DIR y establecer bases vinculantes para el Gobierno en el desarrollo del régimen jurídico de dicha relación laboral, también diseñó las paredes maestras de la vertiente formativa del contrato de trabajo que encauza la prestación de servicios MIR-DIR.

Las previsiones de la Ley 44/2003 relativas a los profesionales sanitarios que se forman como especialistas a través del sistema de residencia se inscriben dentro del más amplio objetivo general referido a dotar a las profesiones sanitarias de un tratamiento legislativo específico y diferenciado. De acuerdo con la distinción de niveles de profesiones sanitarias que incorpora el art. 2.2 LOPS  (30)  -de nivel licenciado y de nivel diplomado-, el campo de actuación profesional del licenciado o diplomado sanitario que carezca de la formación sanitaria especializada queda acotado por los arts. 6 LOPS -licenciados  (31) - y 7 LOPS -diplomados  (32) -. En todo caso, en ausencia de titulación como especialista el profesional sanitario no puede utilizar dicha denominación, ni ejercer la profesión con tal carácter ni tampoco ocupar puestos de trabajo con tal denominación en centros o establecimientos sanitarios tanto públicos como privados  (33)  -arts. 4.2 LOPS  (34)  y 16.3 LOPS  (35) -. Tratándose de una formación reglada y oficial, por lo demás, nota particular de la misma es su desvinculación actual en relación con la Universidad  (36) . En este sentido, se ha podido explicar que la trascendencia para la salud y bienestar de los ciudadanos justifica que la competencia para la expedición de los correspondientes títulos oficiales haya sido retenida -ya lo estaba antes- por la Administración educativa, que extiende su competencia a todo el territorio nacional, excluyéndose por tanto la intervención de las Universidades  (37) .

La incidencia de la Ley 44/2003 en el terreno de la formación sanitaria especializada es bien visible. En este sentido, el art. 20.3.f) LOPS  (38)  y la DA 1.ª LOPS  (39)  dieron carta de naturaleza a la relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas en Ciencias de la salud y cumplieron así con el principio de reserva de ley que el art. 2 ET (40)  impone para la creación de relaciones laborales especiales  (41) . La existencia de las relaciones laborales especiales abunda en la vis expansiva del Derecho del Trabajo  (42) , pues en definitiva procura formas singulares de tutela en el marco de prestaciones de servicios que no terminan de encajar en el régimen general de la Ley del Estatuto de los Trabajadores  (43) . Añadidamente, las propias singularidades de estas relaciones laborales determinan la necesidad de contar con un régimen normativo particular y adaptado en cuanto a condiciones de trabajo esenciales, como el tiempo de trabajo, o accesorias en una relación laboral común, por ejemplo en materia de deber de rendimiento. Desde esta perspectiva, la relación laboral especial cumple un fin tuitivo que al mismo tiempo posibilita la gestión empresarial de la fuerza y condiciones de trabajo. Como se ve, la opción de política legislativa en el caso de la regulación de los términos de ejercicio de la actividad profesional de nuestro personal sanitario en formación ha sido a favor del Derecho del Trabajo en lugar del Derecho Administrativo, existiendo quien opina que la relación de trabajo MIR-DIR también hubiera podido encauzarse a través de vínculo estatutario  (44) .

El Gobierno dio cumplimiento al encargo de desarrollar el régimen jurídico de la relación laboral especial de residencia a través del RD 1146/2006, regulador de la Relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas en Ciencias de la salud (DRCS), cuya tardía aprobación probablemente haya estado motivada en que la Ley 44/2003 no fijó plazo máximo para ello. El decreto laboral, que mantiene expresamente los derechos adquiridos por los residentes que hubieran accedido a la formación especializada por el sistema de residencia con anterioridad -DT 4.ª DRCS  (45) -, tiene por finalidad delimitar un marco general y homogéneo para todo el personal MIR-DIR independientemente del centro responsable de su formación, siempre que esté acreditado. Sin embargo, cabe avanzar que ese objetivo de homogeneidad ni mucho menos impide que en la práctica circunstancias como la titularidad del centro o la competencia de una u otra Comunidad Autónoma condicionen aspectos tan relevantes de esta relación laboral especial como, significativamente, el régimen remuneratorio o la ordenación del tiempo de trabajo  (46) . Junto al decreto laboral, el principal desarrollo del régimen jurídico de la titulación oficial que se viene citando ha correspondido al RD 183/2008, que determina y clasifica las Especialidades en Ciencias de la salud y desarrolla aspectos del sistema de formación sanitaria especializada (DECS). Este texto, o decreto formativo, constituye una nueva y relevante pieza del sistema estatal de titulaciones oficiales sanitarias  (47) .

El contenido del decreto laboral será examinado en el capítulo dedicado al régimen jurídico de la relación laboral especial de residencia, mientras que el contenido del decreto formativo lo será en el próximo capítulo, dedicado al análisis de los requisitos institucionales de esta relación laboral especial. Con respecto al decreto formativo, con todo, ahora cabe hacer constar que recoge, sistematiza y ordena todos los elementos que dotan a la titulación de especialista en Ciencias de la salud de su carácter reglado y oficial, titulación que viene a coexistir con la oferta universitaria en el terreno sanitario  (48) . La naturaleza reglada y oficial del título de especialista sanitario queda de manifiesto cuando el decreto formativo confirma extremos como la competencia del Gobierno central para la creación de nuevos títulos de especialista o la supresión o modificación de los existentes -art. 2 DECS  (49) -; la competencia gubernativa para dictar la orden de concesión del título una vez superado exitosamente el período de residencia -art. 3.1 DECS  (50) -; así como la imposibilidad de utilizar la denominación de especialista en Ciencias de la salud o de ejercer la profesión con tal carácter en ausencia precisamente de titulación como especialista en Ciencias de la salud -art. 3.2 DECS  (51) -. Con relación a esta última prohibición, el decreto previene que las titulaciones oficiales en Ciencias de la salud obtenidas por la vía universitaria no pueden inducir a confusión ni coincidir en su denominación y/o contenidos con el título oficial de especialista en Ciencias de la salud -previsión que repite el RD 1393/2007, que se establece la Ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales  (52) -, además de que los títulos universitarios en el terreno de las Ciencias de la salud carecen de los efectos profesionales reservados por la Ley 44/2003 al de especialista en Ciencias de la salud.

Antes de dar por finalizada esta primera aproximación al decreto formativo, hay que manifestar que el contenido formativo de esta relación laboral especial incide y condiciona crucialmente buena parte del régimen jurídico laboral del propio contrato de trabajo MIR-DIR, existiendo claras interferencias o interconexiones del decreto formativo con el laboral  (53) . Y debe quedar advertido, por lo demás, que la normativa de desarrollo de la vertiente formativa de la relación de residencia no se agota con el decreto formativo. Tal constituye, en efecto, «... un marco general que permite seguir avanzando en el proceso de adaptación del sistema a las previsiones de la Ley 44/2003, que en un futuro próximo se completará con otras normas de desarrollo de la misma sobre cuestiones igualmente importantes en la configuración del sistema, como son, entre otras, la modificación de las pruebas de acceso, la incorporación progresiva de criterios de troncalidad en la formación de especialidades médicas, la regulación de las áreas de capacitación específica; asuntos estos que requieren un mayor grado de definición, análisis y diálogo con todos los agentes implicados en la formación de especialistas» -exposición de motivos DECS-. Confirmando este extremo, la disposición final (DF) 3.ª DECS atribuye a los Ministerios de Sanidad y de Educación la facultad de dictar «... en el ámbito de sus competencias, las disposiciones precisas para la ejecución y cumplimiento de lo previsto en este real decreto».

II.  COMPETENCIAS NORMATIVAS

Para asimilar de forma adecuada las peculiaridades de la relación laboral especial del personal residente resulta preciso considerar que este ámbito concierne a materias diversas, especialmente la libertad de circulación de los trabajadores comunitarios en el territorio de la Unión Europea, la educación, la sanidad, la materia laboral y la función pública. En el último capítulo se comprobará cómo la diversidad de materias que aglutina el régimen normativo de la relación laboral especial de residencia determina que su sistema de fuentes diseñado de forma aparentemente simple en el art. 1.4 DRCS se complique a poco que se introducen los matices que necesariamente derivan de las características de esta relación de trabajo, referidos a la actividad profesional del MIR-DIR, esto es, la actividad sanitaria y a la ejecución de esta actividad como conducto del proceso de obtención de un título oficial y reglado del sistema educativo español. Dado, con todo, que las competencias normativas en el terreno de la formación sanitaria especializada se extienden a buen número de materias, lo propio en estos momentos es conducir el análisis por partes, al hilo de cada una de las materias involucradas.

1.  Libertad de circulación y establecimiento

En cuanto a las competencias normativas en materia de libertad de circulación de los trabajadores comunitarios dentro de la Europa comunitaria  (54) , hay que estar a la normativa comunitaria sobre reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y otros títulos médico sanitarios con fines profesionales  (55) . Esta normativa, aplicable a todo profesional sanitario con independencia de que desarrolle su actividad en el sector público o en el privado, data del año 1975 y desde entonces ha venido siendo modificada en sucesivas ocasiones al objeto de dar entrada a los títulos de los países que se iban adhiriendo a la Unión Europea  (56) . Uno de los hitos más importantes lo marcó la Directiva 1993/16/CE  (57) , destinada a facilitar la libre circulación de los médicos y el reconocimiento mutuo de sus diplomas, certificados y otros títulos, que no obstante compilar y derogar todas las directivas existentes  (58) , también resultó posteriormente modificada  (59) . Esta normativa comunitaria no obsta para que los Estados miembros de la Unión Europea sigan siendo los responsables del contenido y la organización de sus sistemas de educación y formación  (60) , afirmación que vale también para la formación como especialista sanitario. No parece que esté de más, con todo, señalar que esta normativa comunitaria sí que incide de forma indirecta en la competencia estatal para organizar el itinerario formativo MIR-DIR en tanto en cuanto si dicho itinerario no se ajusta a las exigencias comunitarias va a ser difícil que el título de especialista sanitario obtenido en España surta efecto en la Europa comunitaria  (61) .

La Directiva de 1993 incorporaba una distinción entre formación específica como médico especialista y formación específica como médico generalista que hay que tener clara para comprender cabalmente el sistema de armonización de sus respectivas condiciones de formación  (62) . Con relación a los médicos especialistas, a las alturas de 1993 la coordinación a escala europea de sus condiciones de formación resultaba inexcusable  (63) . Con la mira puesta en este objetivo, la Directiva 93/16, aplicable «... a las actividades de los médicos ejercidas por nacionales de Estados miembros por cuenta propia o como asalariados...» -art. 1 D 93/16-, incorporó diversos «... criterios mínimos relativos tanto al acceso a la formación especializada como a la duración mínima de ésta, a sus modalidades de enseñanza y al lugar en el que deba efectuarse, así como al control del que deba ser objeto...» -art. 24 D 93/16-. Entre estos criterios, se establecieron diversas condiciones básicas de formación del médico especialista: a) La formación debe comprender enseñanzas teóricas y prácticas; b) La formación ha de realizarse a tiempo completo -cabiendo la posibilidad de autorizar una formación a tiempo parcial- y bajo el control de las autoridades u organismos competentes; c) La formación ha de realizarse en un centro universitario, en un centro hospitalario y universitario o, en su caso, en un establecimiento sanitario autorizado a tal fin; y, d) La formación ha de implicar una participación personal del médico candidato a especialista en la especialidad y responsabilidades de los servicios de que se trate.

Con respecto a los médicos generalistas, interesa destacar, porque es una circunstancia que tiene reflejo en los actuales catálogos de especialidades sanitarias de los Estados miembros de la Unión, que la Directiva 86/475, relativa a una formación específica en Medicina General, introdujo la especialidad de Medicina General y fue posteriormente incorporada al Título IV de la Directiva de 1993. En este sentido, desde el día 1 de enero de 1995 los Estados miembros quedaron obligados a condicionar el ejercicio de la actividad como médico generalista en el marco de cada régimen nacional de Seguridad Social a la posesión del diploma o certificado en Medicina General. A efectos de coordinar y armonizar las condiciones de formación de los médicos generalistas, la Directiva de 1993 introdujo diversas condiciones que debían quedar reflejadas en los programas diseñados por los Estados miembros para la obtención del título de médico generalista  (64) : a) La duración de la formación ha de ser como poco de dos años; b) La formación impartida ha de ser más práctica que teórica, con estancia hospitalaria durante al menos seis meses y también con estancia extrahospitalaria, durante al menos otros seis meses, en un consultorio de Medicina General reconocido o en un centro reconocido donde los médicos presten primeros auxilios; c) La formación debe incluir una participación personal del candidato en la actividad profesional y en las responsabilidades de las personas con las que trabaje. Con relación a la formación especializada de los médicos generalistas, en fin, el RD 931/1995 reguló entre nosotros la especialidad de Medicina Familiar y Comunitaria y vino así a completar al RD 127/1984 (65) .

El contenido de la Directiva de 1993 se mantuvo sustancialmente en la norma que la sucedió, la Directiva 2005/36/CE, del Parlamento europeo y del Consejo, relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales. La misma se aplica a «... todos los nacionales de un Estado miembro, incluidos los miembros de las profesiones liberales, que se propongan ejercer una profesión regulada en un Estado miembro distinto de aquel en el que obtuvieron sus cualificaciones profesionales...» -art. 2.1 D 2005/36-. El concepto «profesión regulada», también definido -art. 3.e) D 2005/36  (66) -, refiere, más allá de la actividad médica, a profesiones que sólo pueden ser ejercidas en los Estados miembros cuando se esté en posesión de un título, diploma o certificado que acredita un nivel suficiente de formación en términos de conocimientos y práctica, dejando expresamente a salvo la competencia estatal para determinar la estructura y el nivel de la formación profesional, del período de prácticas profesionales o de la práctica profesional  (67) .

La Directiva de 2005 consolidó en un único acto legislativo quince directivas, entre ellas doce sectoriales que cubren profesiones como las de médico, enfermero, odontólogo o veterinario, y otras tres más que han instaurado un sistema general de reconocimiento de las cualificaciones profesionales que cubren la mayoría de las demás profesiones reguladas. Igual que la Directiva de 1993, su objeto es hacer posible la libre prestación de servicios y la libertad de establecimiento de los nacionales de los Estados miembros. En el marco de esta última libertad, se dibujan tres regímenes de reconocimiento de titulaciones y cualificaciones. De los tres, el régimen de reconocimiento automático de calificaciones para profesiones específicas está basado en una coordinación de las condiciones mínimas de formación y viene referido, entre otras profesiones, a las anteriormente citadas  (68) . En este sentido, a efectos de equivalencia de títulos en la actividad médica especializada, la Directiva incorpora varias medidas: a) Fija las condiciones mínimas de formación; b) Marca la duración mínima de cada una de las especialidades que disfrutan del reconocimiento mutuo del título en cada Estado miembro; c) Mantiene el reconocimiento automático de las especialidades médicas comunes a dos o más Estados que ya constaban en la Directiva anterior; d) Mantiene todas las nuevas especialidades comunes al menos a las dos quintas partes de los Estados miembros; y, e) Recoge la lista de especialidades médicas reconocidas  (69)  -arts. 25/27 y anexo V.5.1.2 y 5.1.3 D 2005/36-.

2.  Educación

Conocidas en sus rasgos generales las implicaciones de las competencias normativas de la Unión Europea en el terreno de la formación sanitaria especializada, otra competencia normativa determinante en este ámbito es la referida a la educación. El art. 149.1.30.º CE atribuye competencia exclusiva al Estado en todo lo relativo a la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del art. 27 CE, que reconoce el derecho fundamental a la educación. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional  (70) , esta competencia estatal viene referida al establecimiento de los títulos correspondientes a cada nivel y ciclo educativo, a efectos académicos y de ejercicio de profesiones tituladas, así como a la expedición de los títulos correspondientes y a la homologación de los que no sean expedidos en España. Con este referente, reflejado ya en su momento por el RD 127/1984 y hoy expresamente en la Ley 44/2003, las Comunidades Autónomas pueden asumir competencias normativas sobre ejecución de la regulación estatal en materia de títulos universitarios y desarrollo y ejecución de la normativa estatal en materia de enseñanzas universitarias. Tras la Ley Orgánica 9/1992, de Transferencia de competencias a las Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía del art. 143 CE, hoy todas nuestras Comunidades Autónomas disfrutan de estas competencias en materia educativa.

Fruto de la competencia normativa exclusiva del Estado en materia educativa, el RD 183/2008 desarrolla las bases legales de la vertiente formativa de la relación de residencia contenidas en la Ley 44/2003. Sin embargo, el decreto formativo ni mucho menos agota la competencia normativa del Estado en este terreno. Como se verá, en efecto, la vertiente formativa del contrato de trabajo MIR-DIR también queda afectada por una variedad de normas y disposiciones administrativas que se ocupan de aspectos formativos diversos y no precisamente irrelevantes de la relación laboral especial de residencia. Así, por ejemplo, el régimen de la prueba selectiva anual, que condiciona extremos tan importantes como la propia posibilidad de formalizar el contrato de trabajo; o también el contenido de los programas formativos de las distintas especialidades sanitarias, dotados por tanto de rango normativo.

Además de la normativa estatal de desarrollo de la vertiente formativa de esta relación laboral especial, el decreto formativo solicita de forma expresa en distintas ocasiones la colaboración de los legisladores autonómicos para desarrollar extremos varios del régimen jurídico de esta titulación oficial  (71) . Esta legislación autonómica, por consiguiente, tendrá naturaleza de legislación de desarrollo de la normativa educativa del Estado. Tal sucede, en particular, en los siguientes casos: a) Delimitación del ámbito de actuación de la comisión de docencia -art. 9 DECS- y de su dependencia funcional, composición y funciones -art. 10.1 DECS-; b) Régimen de capacitación del jefe de estudios -art. 10.2 DECS-; c) Procedimientos para el nombramiento y acreditación de tutores -arts. 11.5 y 12.2 DECS-; y para asegurar su dedicación a la actividad docente -art. 11.4 DECS-; d) Posibilidad de crear otras figuras docentes distintas de la comisión de docencia y tutores con la finalidad de amparar colaboraciones significativas en la formación especializada, objetivos de investigación, desarrollo de módulos genéricos o específicos de los programas o cualesquiera otras actividades docentes de interés -art. 13 DECS-; y, e) Establecimiento de criterios vinculantes para la elaboración de planes de gestión de la calidad docente de las unidades docentes -art. 29.3 DECS-.

3.  Sanidad

Además de las competencias normativas en materia de libertad de circulación y en materia educativa, la problemática del régimen jurídico de la formación sanitaria especializada también concierne plenamente a la materia sanitaria. En este caso, la competencia es concurrente entre el Estado y las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de las reservas estatales de la regulación de las bases y la coordinación general de la sanidad  (72)  -arts. 148.1.21.º y 149.1.16.º CE-. Con carácter general, una vez culminado el proceso de descentralización de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social prestada por el INSALUD, esta asistencia pública se gestiona y presta por los servicios de salud de las Comunidades Autónomas de acuerdo con las normas básicas del Estado, con la Ley 14/1986, General de sanidad (LGS), a la cabeza  (73) . Dicha Ley se adentró en el terreno de la formación sanitaria especializada confirmando la competencia estatal en materia de homologación de los programas formativos a efectos de regulación de las condiciones de obtención de títulos académicos -art. 40.10 LGS-; vinculando la estructura asistencial del sistema sanitario a su utilización para la docencia posgraduada -art. 104.1 LGS-; y atribuyendo al Gobierno un plazo de dieciocho meses -incumplido de largo  (74) - para regularizar, aclarar y armonizar los textos legales en la materia a la sazón vigentes  (75)  -DF 1.ª LGS-.

En la misma línea que la Ley de 1986, la Ley 16/2003, de Cohesión y calidad del Sistema nacional de salud (LCCSS), es una norma básica del Estado en materia sanitaria -DF 1.ª LCSS  (76) - que también incide en el tratamiento jurídico de la formación sanitaria especializada. Así, por un lado, el art. 34 LCCSS sugiere que la formación y el desarrollo de la competencia técnica de los profesionales sanitarios se orienten a la mejora de la calidad del Sistema nacional de salud -el Ministerio de Sanidad cuenta con un Plan de calidad para el Sistema nacional de salud, de marzo de 2006  (77) -, para lo que requiere una colaboración permanente entre las Administraciones Públicas central y autonómicas en educación y sanidad, algo que también refleja el decreto formativo -DF 4.ª.1.º DECS  (78) -. Por otro lado, la Ley 16/2003 también intervino la problemática de la formación sanitaria especializada alumbrando una Comisión de recursos humanos del Sistema nacional de salud -art. 35.3 LCCSS  (79) -. Éste es un órgano en cuya composición participan las Administraciones central y autonómicas y que está encargado de supervisar los programas formativos propuestos por las comisiones nacionales así como el número de profesionales necesarios en cada convocatoria  (80)  -art. 37 LCCSS-. La Comisión de recursos humanos puede desarrollar su quehacer con ayuda de comisiones técnicas y foros de participación dependientes de aquélla  (81) , como el Foro marco para el diálogo social, vía de participación institucional de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y de los interlocutores sociales en el entramado normativo que estructura el título oficial de especialista en Ciencias de la salud  (82) .

Conocido el régimen competencial respectivamente aplicable en las materias educativa y sanitaria, resulta obligado subrayar que entre la competencia exclusiva del Estado en materia educativa y su competencia concurrente con las Comunidades Autónomas en el ámbito sanitario existen conexiones claras. Y es que mientras que la planificación de las titulaciones oficiales y regladas es competencia estatal, el ejercicio profesional de la actividad que posibilita obtener el título de especialista en Ciencias de la salud cae materialmente dentro del ámbito sanitario. Tanto la Ley 44/2003, de Ordenación de las profesiones sanitarias, como el propio decreto formativo confirman esta idea. En efecto, de acuerdo con la DF 1.ª.1 y 2 LOPS  (83) , la Ley 44/2003 se ha dictado con la cobertura expresa de la competencia exclusiva del Estado en materia de sanidad exterior, bases y coordinación general de la sanidad. Sin embargo, su capítulo III, referido a la Formación especializada en Ciencias de la salud, adopta por fundamento la competencia exclusiva del Estado en materia de regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos profesionales. Y lo mismo sucede con la DA 3.ª LOPS, referida a la formación de especialistas sanitarios en plazas de la Red sanitaria militar, así como con la DT 1.ª LOPS, referente a la implantación progresiva del nuevo modelo de prueba para acceder a la formación sanitaria especializada, y con la DT 4.ª LOPS, referida a las especialidades sanitarias cuyo sistema docente no es el de residencia. En cuanto al decreto formativo, su norma de cobertura general es el art. 149.1.30.º CE, sin perjuicio de que parte de sus preceptos constituyen normas sanitarias básicas estatales  (84)  -DF 2.ª DECS  (85) -.

4.  Materia laboral

La materia referente a la «legislación laboral» no es la que tiene que ver genéricamente con el mundo del trabajo, sino la que regula directamente la relación laboral y genera derechos y obligaciones para trabajador y empresario  (86) . La competencia normativa está en este caso atribuida de forma exclusiva al legislador estatal, asegurando con ello una regulación unitaria de la materia en cuestión sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas disfruten de competencias de ejecución de la legislación estatal que sin embargo no alcanzan al desarrollo reglamentario de la leyes estatales  (87)  -art. 149.1.7.º CE-. De acuerdo con este fundamento, las previsiones de la Ley 44/2003 que dotan a la relación de trabajo MIR-DIR del carácter de relación laboral especial, estableciendo las bases legales de dicha relación laboral y encargando al Gobierno el desarrollo de su régimen jurídico tienen naturaleza de legislación laboral -DF 1.ª 3 LOPS  (88) -. De forma más concreta, las bases legales jurídico laborales de la relación laboral especial de residencia son las siguientes: a) El residente tiene la consideración de personal laboral temporal; b) El residente está obligado a desarrollar las actividades asistenciales y formativas previstas en su correspondiente programa formativo; c) El desarrollo de las bases legales de esta relación laboral especial debe incluir varios contenidos -régimen particular sobre tiempo de trabajo; supuestos de resolución del contrato cuando no se superen las evaluaciones establecidas; procedimientos para la revisión de las evaluaciones; duración máxima de los contratos al hilo de la duración de cada programa formativo; prórrogas contractuales en caso de suspensión contractual por causa no imputable al propio residente-.

El texto normativo encargado de recoger y desarrollar las bases legales jurídico laborales de la relación de residencia ha sido el RD 1146/2006. Tratándose de una norma de naturaleza laboral, su aprobación ha correspondiendo al Estado -DF 1.ª DRCS  (89) -, en consonancia con su competencia exclusiva en este terreno. A este respecto, conviene hacer constar que las bases legales que delimitan los contornos de la relación laboral especial de residencia, como indicó el Consejo de Estado  (90) , no configuran una lista de carácter exhaustivo y, por consiguiente, no ciñen el campo de actuación del Gobierno exclusivamente al desarrollo de dichas bases. Establecido este presupuesto, el decreto laboral ha recogido y desarrollado todas las bases legales de la relación laboral especial cuyo análisis centra estas páginas y también ha incluido otros contenidos no previstos en la Ley de cabecera. Así, el decreto laboral también incluye reglas relativas a la forma del contrato de trabajo; una relación de derechos y deberes específicamente laborales; el régimen retributivo; el régimen de rotaciones; la dinámica de la suspensión, excedencia y extinción contractuales; el régimen y procedimiento disciplinario; o previsiones específicas respecto del personal residente con discapacidad o víctima de violencia de género. Con relación a esta problemática, por lo demás, cabe hacer constar que aunque el decreto formativo se ha dictado con el fundamento del art. 149.1.30.º CE, su disposición final primera ha modificado el régimen jurídico del descanso entre jornadas del personal residente previsto en el decreto laboral, haciendo necesario recurrir al fundamento que proporciona el art. 149.1.7.º CE -DF 2.ª.4 DECS  (91) -.

Antes de dar por cerrado este repaso de las implicaciones que sobre el régimen jurídico de la relación laboral especial de residencia tiene la competencia exclusiva del Estado en materia laboral, cabe manifestar que esta competencia tiene que ser ejercitada de forma coordinada con la competencia normativa que en este terreno tienen constitucionalmente reconocida los representantes de los trabajadores y de los empresarios para la regulación conjunta de las condiciones de trabajo a través de la negociación colectiva  (92)  -arts. 7 y 37.1 CE-. La mera declaración constitucional del derecho a negociar colectivamente las condiciones de trabajo, aun dejando en el aire los territorios normativos que respectivamente corresponde ocupar a ley y negociación colectiva en el dominio de la relación de trabajo, significa una atribución a los agentes sociales de una «función normadora de segundo grado»  (93) . De ello se deriva que los interlocutores sociales pueden reglamentar condiciones laborales sin mediar habilitación estatal previa  (94) , principio general plenamente vigente en la relación laboral especial de residencia.

5.  Función pública

Otra importante materia cuyo régimen jurídico también salpica a la relación laboral especial de residencia es la relativa a la Función pública. El personal residente se forma en unidades docentes que en buena parte de los casos están integradas en el correspondiente servicio autonómico de salud, teniendo por tanto naturaleza jurídica pública y quedando sometidas, por lo general, en las relaciones con el personal a su servicio al Derecho Administrativo, no al Derecho del Trabajo. Por este motivo, el vínculo que une a los profesionales con el servicio de salud usualmente resulta ser un vínculo funcionarial y, más concretamente, estatutario. En este caso, la competencia para la regulación de las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios está reconocida en exclusiva al legislador estatal -art. 149.1.18.º CE-, cumpliendo así una función de garantía de tratamiento común, quedando a las Comunidades Autónomas el desarrollo de los aspectos básicos  (95) . La Ley 14/1986 ya anunció la que hoy es la norma básica estatal en materia de régimen jurídico del personal sanitario, la Ley 55/2003, que aprueba el Estatuto marco del personal estatutario de nuestros servicios de salud  (96)  (EMPE). Actualmente esta Ley coexiste con la Ley 7/2007, que aprueba el Estatuto básico del empleado público (EBEP). Esta Ley ha introducido un criterio de concurrencia con aquélla -art. 2.3 EBEP  (97) - que garantiza la aplicación prevalente de la Ley 55/2003 y de la legislación autonómica sobre personal estatutario, garantizando asimismo, a modo de relación de complementariedad EMPE/EBEP  (98) , la aplicación de la Ley 7/2007 al personal estatutario, con alguna salvedad  (99) .

Las Leyes 7/2007 y 55/2003 están dictadas con el fundamento que proporciona el art. 149.1.18.º CE. Ello no obstante, tanto una como otra incluyen entre sus respectivos títulos legitimadores referencias a la competencia exclusiva del Estado en materia laboral. En el caso de la Ley 7/2007 -DF 1.ª EBEP  (100) -, esta circunstancia obedece al reconocimiento de que el personal al servicio de las Administraciones Públicas tiene la consideración de personal funcionario, de carrera e interino, pero también puede ser personal laboral, fijo o temporal. En el caso de la Ley 55/2003 ha sido necesario recurrir al fundamento que proporciona el art. 149.1.7.º CE en dos ocasiones, ambas concernientes al personal sujeto de una relación laboral especial de residencia -DF 1.ª.3 EMPE  (101) -. En este sentido, mientras que la DT 1.ª EMPE  (102)  va referida exclusivamente al personal residente y extiende el régimen sobre duración máxima del trabajo previsto en la Ley 55/2003, la DA 2.ª EMPE  (103) , por su parte, va referida indistintamente a todo el personal sanitario, sea cual sea el vínculo jurídico que le une con la Administración, y ha supuesto la extensión a este personal de todo el régimen sobre jornada y descansos -no exclusivamente de las reglas sobre duración máxima del trabajo- previsto en la propia Ley 55/2003. Dado que esta última norma vincula indistintamente a todo el personal sanitario, con independencia del vínculo que le liga con la Administración sanitaria, la DA 2.ª EMPE tiene naturaleza laboral si referida al personal con vínculo laboral, mientras que tiene naturaleza de base legal de la sanidad en cuanto referida al resto del personal sanitario -DF 1.ª.2 EMPE  (104) -.

En el terreno de la Función pública, finalmente, los agentes sociales tienen legalmente reconocida la posibilidad de negociar colectivamente las condiciones de trabajo -arts. 15.a) y 31.1 EBEP y 18.d) y 79.1 EMPE-. A diferencia de lo que sucede cuando se trata de negociación colectiva en la empresa privada, sin embargo, esta competencia normativa de los agentes sociales en la Función pública en general o en la Administración sanitaria en particular constituye una competencia descafeinada en tanto en cuanto su norma de reconocimiento tiene rango legal, no constitucional y, por tanto, los agentes sociales quedan plenamente sometidos a las competencias del Estado en materia de gasto público y equilibrio financiero  (105) . Según se ha podido afirmar  (106) , en efecto, las organizaciones sindicales y las Administraciones Públicas no están en condiciones de la misma igualdad que existe cuando la negociación colectiva es propiamente laboral, ya que la Administración goza de importantes prerrogativas y, entre otras, de la facultad de aprobar el acuerdo para dotarlo de validez y eficacia jurídica, así como de una facultad de resolución unilateral si no se produce acuerdo en la negociación. En el apartado del capítulo tercero dedicado a las fuentes de la relación laboral especial de residencia, por lo demás, se efectuará un análisis más detenido de la incidencia de la normativa sobre Función pública en el derecho a la negociación colectiva del personal residente.
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	 Ver Texto 




	 (8) 

	Vid., J. M. FernándezPastrana: «Régimen jurídico de las especialidades médicas», cit. págs. 159-160.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Con un baremo único de valoración de los méritos de los aspirantes que representaba el 25% de la puntuación global y un examen mediante cuestionario que representaba el 75% restante.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Vid., J. M. FernándezPastrana: «Régimen jurídico de las especialidades médicas», cit. pág. 160.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	A pesar, en efecto, de las ventajas de todo orden que en línea de principio representaba este sistema, económicas y laborales principalmente pero también profesionales, asegurando asimismo razonables perspectivas de consolidar un puesto de trabajo fijo como médico de la Seguridad Social, la funcionalidad última de la figura MIR-DIR desembocó en una degradación del sistema asistencial mismo, acabando por prestar asistencia especializada a través de los aprendices de la especialidad, forzados a adquirir la especialización por la demanda institucional de unos servicios que se creen recibidos de auténticos especialistas, vid., J. M. FernándezPastrana: «Régimen jurídico de las especialidades médicas», cit. pág. 160.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Criticando esta circunstancia por estar justificada desde la óptica de la laboralización del MIR-DIR de la Seguridad Social pero sin sentido cuando de lo que se trata es de obtener el título de especialista y no de optar a plazas de una Administración pública, como la Seguridad Social, vid., J. M. FernándezPastrana: «Régimen jurídico de las especialidades médicas», cit. pág. 161. Algo más adelante, este mismo autor señaló que dicho numerus clausus «... nada tiene que ver ni con las necesidades sanitarias de la población ni con el derecho a la educación y a la formación de los Licenciados, y mucho con los intereses de ciertos grupos de presión profesionales que, gracias a la reducción drástica de la competencia profesional por reducción del número de especialistas, aspiran a consolidar consultas y clínicas privadas con honorarios "a la americana" (de los que se ha dicho, gráficamente, que "con una sola intervención quirúrgica permiten acumular una fortuna de tipo medio o arruinar a una familia de clase media")», vid., J. M. FernándezPastrana: «Médicos especialistas: reflexiones sobre una reciente jurisprudencia», RAP, 123 (1990), pág. 308. Para el Tribunal Supremo, sin embargo, el sistema en su momento implantado por el RD 2015/1978 está conectado con el derecho constitucional a la protección de la salud y además asegura «... el acceso a plazas de formación en condiciones de publicidad, igualdad de oportunidades y preselección de los candidatos por unos medios objetivos fuera de situaciones de complacencia incompatibles con aquellas condiciones y con el control de la Administración del Estado», vid., STS 14/10/1991.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Vid., M. SalmerónSalto: «Las especialidades médicas...», cit. pág. 340.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	El RD 127/1984 sentó las bases del régimen formativo de la relación laboral especial de residencia al socaire de circunstancias como la concepción territorial del Estado español, la previsible integración en la CEE, las directrices en materia sanitaria de la OMS y en desarrollo de la entonces vigente Ley de Reforma universitaria. Este conjunto de circunstancias determinó la introducción de innovaciones normativas en el régimen jurídico del sistema de formación de nuestros médicos y demás personal sanitario especialista pero con carácter transitorio, con la mira puesta en el objetivo de «... conseguir, en un próximo futuro, la mejor legislación posible en esta materia» -exposición de motivos RD 127/1984-.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Para los Profesores Ayudantes, Doctores, y Profesores Titulares de Facultades de Medicina, y para los que tuviesen el grado de Licenciatura en Medicina, siempre con un cupo del 5% de las plazas de convocatoria nacional; así como un procedimiento extraordinario para ciertas especialidades -Medicina Preventiva y Salud Pública, Estomatología-.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Vid., J. M. FernándezPastrana: «Régimen jurídico de las especialidades médicas», cit. pág. 162.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Con la legislación laboral en la mano, en efecto, a falta de una norma que declare el carácter funcionarial o estatutario de una determinada relación hay que entender que la misma tiene naturaleza laboral -arts. 1.3.a) ET y 8.1 ET-, vid., J. M. GoerlichPeset: «Los médicos residentes...», cit. pág. 53; también, M. GarcíaPiqueras: Régimen jurídico del personal al servicio de las Instituciones sanitarias de la Seguridad Social, Madrid, 1996.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	En la misma línea, la Exposición de Motivos del RD 139/2003, por el que se actualiza la formación sanitaria especializada, define el sistema de residencia como el consistente en el aprendizaje mediante el ejercicio profesional programado, supervisado y tutelado, de forma tal que el especialista en formación adquiere, de manera paulatina y progresiva, los conocimientos, habilidades y actitudes, así como la responsabilidad profesional, que permiten el ejercicio autónomo de la especialidad.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Vid., STS 15/2/1999 (LA LEY 31205/1999).


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Vid., J. M. GoerlichPeset: «Los médicos residentes...», cit. pág. 58.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	En este sentido, la STSJ Madrid 19/6/1997 (LA LEY 9786/1997) puso de manifiesto con claridad las diferencias existentes entre los contratos en prácticas del art. 11 ET y los contratos MIR-DIR: 1) El límite de 4 años desde la finalización de los estudios cursados que establece la regulación normativa del contrato en prácticas para poder contratar bajo esta modalidad. 2) La disparidad existente en el período máximo del contrato de prácticas -2 años- y el período de residencia que la obtención del título de especialista permite. 3) La ausencia de control del período formativo que irradia del contrato en prácticas en contraposición con la rigurosa inspección del trabajo y de la formación del médico residente. Y, 4) La DA 1.ª RD 2317/1993 señalaba que los contratos sobre práctica y enseñanzas sanitarias especializadas se regirán por lo dispuesto en la Ley 24/1982, originando así la especialidad de esta modalidad contractual. En este sentido, una característica de la formación sanitaria especializada que constituye una diferencia determinante respecto de la formación proporcionada a través del contrato de trabajo en prácticas, radica en que la primera tiene naturaleza reglada y oficial y habilita, por ende, para el ejercicio de la profesión sanitaria. Al respecto, M. SalmerónSalto: «Régimen jurídico de los títulos de medicina en España», en AA.VV., Manual jurídico de la profesión médica, cit. pág. 227, señala que el hecho de que un título académico tenga carácter oficial supone que hace prueba tanto en el mundo del derecho público como del privado de la posesión por el sujeto titulado de determinados conocimientos y habilita, junto con otros requisitos -señaladamente la colegiación profesional- para el ejercicio de determinadas profesiones.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Vid., L. F. BarriosFlores: «La responsabilidad profesional del MIR», Derecho Sanitario, Vol. 11, núm. 1 (2003), ed. en Internet, pág. 3 de 22.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Vid., L. F. BarriosFlores: «La responsabilidad profesional del MIR», cit. pág. 9 de 22.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Vid., señalando que el sometimiento del régimen MIR-DIR de ejecución del trabajo a la normativa laboral común no resultaba pacífico «... por mor de la finalidad eminentemente formativa del contrato de los médicos residentes, lo que se traduce en algunas especialidades en la relación jurídica que distorsionan gravemente la aplicabilidad de la legislación laboral común», F. de Miguel Pajuelo: «La contratación de los MIR», en AA.VV., Manual jurídico de la profesión sanitaria, cit. pág. 1086.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Vid., C. GarcíaLuna: «Formación y desarrollo de los profesionales sanitarios: legislación básica y desarrollo autonómico», en AA.VV., Marco jurídico de las profesiones sanitarias (D. LariosRisco), coord., Valladolid, 2006, pág. 149.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Vid., SSTS 22/3/05 (LA LEY 12168/2005); 10/10/05 (LA LEY 10290/2006).


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Vid., STSJ País Vasco 4/11/03 (LA LEY 177820/2003), confirmada por STS 10/1/05 (LA LEY 821/2005).


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Vid., O. FernándezMárquez: «La relación laboral como ámbito de trabajo formativo», REDT, 124 (2004), pág. 714.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Vid., J. GarcíaMurcia: «Un ejemplo de Derecho profesional: la Ley 44/2003, sobre las profesiones sanitarias», AL, 11 (2004), págs. 1306-1308.
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	 (30) 

	Art. 2.2 LOPS: «Las profesiones sanitarias se estructuran en los siguientes grupos: a) De nivel Licenciado: las profesiones para cuyo ejercicio habilitan los títulos de Licenciado en Medicina, en Farmacia, en Odontología y en Veterinaria y los títulos oficiales de especialista en Ciencias de la Salud para Licenciados a que se refiere el Título II de esta ley. b) De nivel Diplomado: las profesiones para cuyo ejercicio habilitan los títulos de Diplomado en Enfermería, en Fisioterapia, en Terapia Ocupacional, en Podología, en Óptica y Optometría, en Logopedia y en Nutrición Humana y Dietética y los títulos oficiales de especialista en Ciencias de la Salud para tales Diplomados a que se refiere el Título II de esta ley».


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Art. 6 LOPS: «1. Corresponde, en general, a los Licenciados sanitarios, dentro del ámbito de actuación para el que les faculta su correspondiente título, la prestación personal directa que sea necesaria en las diferentes fases del proceso de atención integral de salud y, en su caso, la dirección y evaluación del desarrollo global de dicho proceso, sin menoscabo de la competencia, responsabilidad y autonomía propias de los distintos profesionales que intervienen en el mismo. 2. Sin perjuicio de las funciones que, de acuerdo con su titulación y competencia específica corresponda desarrollar a cada profesional sanitario ni de las que puedan desarrollar otros profesionales, son funciones de cada una de las profesiones sanitarias de nivel de Licenciados las siguientes: a) Médicos: corresponde a los Licenciados en Medicina la indicación y realización de las actividades dirigidas a la promoción y mantenimiento de la salud, a la prevención de las enfermedades y al diagnóstico, tratamiento, terapéutica y rehabilitación de los pacientes, así como al enjuiciamiento y pronóstico de los procesos objeto de atención. b) Farmacéuticos: corresponde a los Licenciados en Farmacia las actividades dirigidas a la producción, conservación y dispensación de los medicamentos, así como la colaboración en los procesos analíticos, farmacoterapéuticos y de vigilancia de la salud pública. c) Dentistas: corresponde a los Licenciados en Odontología y a los Médicos Especialistas en Estomatología, sin perjuicio de las funciones de los Médicos Especialistas en Cirugía Oral y Maxilofacial, las funciones relativas a la promoción de la salud buco-dental y a la prevención, diagnóstico y tratamiento señalados en la Ley 10/1986, de 17 de marzo, sobre odontólogos y otros profesionales relacionados con la salud bucodental. d) Veterinarios: corresponde a los Licenciados en Veterinaria el control de la higiene y de la tecnología en la producción y elaboración de alimentos de origen animal, así como la prevención y lucha contra las enfermedades animales, particularmente las zoonosis, y el desarrollo de las técnicas necesarias para evitar los riesgos que en el hombre pueden producir la vida animal y sus enfermedades. 3. Son, también, profesionales sanitarios de nivel Licenciado quienes se encuentren en posesión de un título oficial de especialista en Ciencias de la Salud establecido, conforme a lo previsto en el art. 19.1 de esta Ley, para psicólogos, químicos, biólogos, bioquímicos u otros licenciados universitarios no incluidos en el número anterior. Estos profesionales desarrollarán las funciones que correspondan a su respectiva titulación, dentro del marco general establecido en el art. 16.3 de esta ley. 4. Cuando una actividad profesional sea declarada formalmente como profesión sanitaria, titulada y regulada, con nivel de Licenciado, en la correspondiente norma se enunciarán las funciones que correspondan a la misma, dentro del marco general previsto en el apartado 1 de este artículo».
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	 (32) 

	Art. 7 LOPS: «1. Corresponde, en general, a los Diplomados sanitarios, dentro del ámbito de actuación para que les faculta su correspondiente título, la prestación personal de los cuidados o los servicios propios de su competencia profesional en las distintas fases del proceso de atención de salud, sin menoscabo de la competencia, responsabilidad autonomía propias de los distintos profesionales que intervienen en tal proceso. 2. Sin perjuicio de las funciones que, de acuerdo con su titulación y competencia específica corresponda desarrollar a cada profesional sanitario, ni de las que puedan desarrollar otros profesionales, son funciones de cada una de las profesiones sanitarias de nivel Diplomado las siguientes: a) Enfermeros: corresponde a los Diplomados universitarios en Enfermería la dirección, evaluación y prestación de los cuidados de Enfermería orientados a la promoción, mantenimiento y recuperación de la salud, así como a la prevención de enfermedades y discapacidades. b) Fisioterapeutas: corresponde a los Diplomados universitarios en Fisioterapia la prestación de los cuidados propios de su disciplina, a través de tratamientos con medios y agentes físicos, dirigidos a la recuperación y rehabilitación de personas con disfunciones o discapacidades somáticas, así como a la prevención de las mismas. c) Terapeutas ocupacionales: corresponde a los Diplomados universitarios en Terapia Ocupacional la aplicación de técnicas y la realización de actividades de carácter ocupacional que tiendan a potenciar o suplir funciones físicas o psíquicas disminuidas o perdidas, y a orientar y estimular el desarrollo de tales funciones. d) Podólogos: los Diplomados universitarios en Podología realizan las actividades dirigidas al diagnóstico y tratamiento de las afecciones y deformidades de los pies, mediante las técnicas terapéuticas propias de su disciplina. e) Ópticos-optometristas: los Diplomados universitarios en Óptica y Optometría desarrollan las actividades dirigidas a la detección de los defectos de la refracción ocular, a través de su medida instrumental, a la utilización de técnicas de reeducación, prevención e higiene visual, y a la adaptación, verificación y control de las ayudas ópticas. f) Logopedas: los Diplomados universitarios en Logopedia desarrollan las actividades de prevención, evaluación y recuperación de los trastornos de la audición, la fonación y del lenguaje, mediante técnicas terapéuticas propias de su disciplina. g) Dietistas-nutricionistas: los Diplomados universitarios en Nutrición Humana y Dietética desarrollan actividades orientadas a la alimentación de la persona o de grupos de personas, adecuadas a las necesidades fisiológicas y, en su caso, patológicas de las mismas, y de acuerdo con los principios de prevención y salud pública. 3. Cuando una actividad profesional sea declarada formalmente como profesión sanitaria, titulada y regulada, con nivel de Diplomado, en la correspondiente norma se enunciarán las funciones que correspondan a la misma, dentro del marco general previsto en el apartado 1 de este artículo».
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	Parece lógico interpretar que tanto el art. 4.2 LOPS en general como el art. 16.3 LOPS más en particular están restringiendo el acceso a la profesión sanitaria -especializada- con el objetivo de garantizar que dicha actividad profesional se preste en condiciones de capacitación suficiente. Y si esto es así, y dada además la fragilidad de la base normativa que constituía el anterior RD 127/1984 para justificar la intervención penal sancionadora de las conductas de intrusismo en este ámbito de la actividad sanitaria -vid., J. A. ChoclánMontalvo: «Intrusismo en las especialidades médicas», Derecho Sanitario, Vol. 8, núm. 1 (2000), págs. 58/1962-, entonces hay que convenir que ambas previsiones resultan dos normas legales cruciales a efectos de imputación de responsabilidad penal en el caso del ejercicio fraudulento, o sin la titulación correspondiente, de la actividad sanitaria especializada.
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	Art. 4.2 LOPS: «El ejercicio de una profesión sanitaria, por cuenta propia o ajena, requerirá la posesión del correspondiente título oficial que habilite expresamente para ello o, en su caso, de la certificación prevista en el art. 2.4, y se atendrá, en su caso, a lo previsto en ésta, en las demás leyes aplicables y en las normas reguladoras de los colegios profesionales».
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	Art. 16.3 LOPS: «Sin perjuicio de las facultades que asisten a los profesionales sanitarios citados en los art. 6.2 y 7.2 de esta ley, ni de los derechos reconocidos, por norma legal o reglamentaria, a quienes se encuentran habilitados para desempeñar plaza de especialista sin el correspondiente título, la posesión del título de especialista será necesaria para utilizar de modo expreso la denominación de especialista, para ejercer la profesión con tal carácter y para ocupar puestos de trabajo con tal denominación en centros y establecimientos públicos y privados».
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	 (36) 

	En este sentido, la DA 9.ª RD 56/2005, por el que se regulan los Estudios universitarios oficiales de posgrado, prohíbe el establecimiento de «... programas de posgrado que coincidan con los contenidos formativos y efectos profesionales de los títulos oficiales de especialista en Ciencias de la Salud a que se refiere la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias».
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	 (37) 

	Vid., M. SalmerónSalto: «Las especialidades médicas...», cit. pág. 347. Una visión crítica de esta opción normativa en B. GonzálezLópez: «Formación y empleo de los profesionales sanitarios en España. Un análisis de desequilibrios», Gaceta sanitaria, 2000, 14  (3) , pág. 243, manifestando que existen tensiones entre la Universidad, responsable de la formación académica de la primera etapa, y los centros asistenciales encargados de la formación de especialistas, ya que aunque la Universidad funciona con criterios uniformadores ha hecho excepciones con medicina -asociados de Ciencias de la salud, plazas vinculadas...-, numéricamente los dos contendientes son desiguales porque en promedio existen casi ocho centros de formación MIR-DIR por cada facultad de medicina del país.
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	Art. 20.3 LOPS: «La formación mediante residencia se atendrá a los siguientes criterios: (...) f) Durante la residencia se establecerá una relación laboral especial entre el servicio de salud o el centro y el especialista en formación. El Gobierno, atendiendo a las características específicas de la actividad formativa y de la actividad asistencial que se desarrolla en los centros sanitarios, y de acuerdo con los criterios que figuran en este capítulo y en la disposición adicional primera de esta ley, regulará la relación laboral especial de residencia».
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	DA 1.º LOPS: «1. La relación laboral especial de residencia es aplicable a quienes reciban formación dirigida a la obtención de un título de especialista en Ciencias de la salud, siempre que tal formación se realice por el sistema de residencia previsto en el art. 20 de esta ley, en centros, públicos o privados, acreditados para impartir dicha formación (...) 2. El Gobierno regulará, mediante real decreto, la relación laboral especial de residencia...».
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	Art. 2 ET: «1. Se consideran relaciones laborales especiales (...) i) Cualquier otro trabajo que sea expresamente declarado como relación laboral de carácter especial por una ley. 2. En todos los supuestos señalados en el apartado anterior la regulación de dichas relaciones laborales respetará los derechos básicos reconocidos por la Constitución».
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	Con fundamento expreso en la naturaleza laboral de dicha relación, el establecimiento de un régimen jurídico laboral adaptado a las especialidades de dicha relación era concebible bien por la vía de las relaciones especiales de trabajo exart. 2 ET, bien por la vía de la regulación reglamentaria de las jornadas especiales de trabajo exRD 1561/1995, sobre Jornadas especiales de trabajo, vid., J. LaheraForteza: «Consecuencias jurídicas de la laboralidad de los médicos internos residentes, con especial referencia al descanso tras la guardia nocturna (comentario a la STS de 8 de junio de 2001)», RL, Tomo 2002-II, pág. 567. Al respecto, sin negar la evidencia de que la normativa sobre tiempo de trabajo del colectivo MIR-DIR es uno de los aspectos integrantes del estatuto profesional MIR-DIR que más dificultades de adaptación y aplicación ha venido planteando de todos los que conforman el régimen jurídico de la prestación de servicios de estos profesionales, lo cierto es que las especialidades de esta relación de trabajo alcanzan a bastantes otros extremos más, por ejemplo, al régimen de extinción del contrato de trabajo de estos trabajadores. De ahí que de las dos alternativas en liza, la opción por la relación laboral especial resulte más adecuada que la regulación reglamentaria de las jornadas especiales.
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	En la STC 56/1988 queda establecido que la diversificación que se produce entre la relación laboral común y las relaciones laborales especiales obedece a las particularidades del trabajo objeto de regulación por la vía laboral común o por la vía laboral especial, atendiendo bien a la cualidad de la persona del trabajador, bien a la sede donde se presta el trabajo, bien, en fin, al tipo de funciones realizadas.
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	Vid., G. BayónChacón: «Contratos especiales de trabajo», en AA.VV., Catorce lecciones sobre contratos especiales de trabajo, Madrid, 1965, pág. 19, explicando que la especialidad de una relación laboral no nace del distinto tipo de actividad profesional sino de la inadecuación o insuficiencia de los requisitos exigidos por la legislación para una cierta clase de contrato de trabajo, que por ser el más general se considera como el contrato tipo.
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	En este sentido, J. LópezGandía: Las relaciones laborales especiales, Albacete, 2008, pág. 35, explica que entre las razones que han determinado la conceptuación de esta relación de trabajo como una relación laboral especial está la normativa comunitaria sobre reconocimiento de títulos, además de que «la necesidad de un régimen común general podría venir dificultada, como antes del RD 1146/2006, por la diversidad de regulaciones autonómicas existentes en aspectos fundamentales, y que podían haber continuado, de haberse contemplado la relación como estatutaria, pues más allá de lo establecido en el Estatuto marco había que respetar las competencias de desarrollo autonómico en la materia».
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	DT 4.ª DRCS: «Se mantendrán aquellos derechos adquiridos por los residentes que hubieran accedido a la formación especializada por el sistema de residencia con anterioridad a la entrada en vigor de este Real Decreto, siempre que para ellos supongan condiciones más beneficiosas».
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	 (46) 

	Vid., A. de la Puebla Pinilla: «La relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas en Ciencias de la Salud», RL, 3 (2007), pág. 95. 
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	 (47) 

	De acuerdo con el art. 1.1.º DECS, el objeto de esta norma es «... determinar y clasificar las especialidades en Ciencias de la Salud cuyos programas formativos conducen a la obtención del correspondiente título oficial de especialista por los distintos profesionales que pueden acceder a los mismos, regular las características específicas de dichos títulos, las unidades docentes, los órganos unipersonales y colegiados que intervienen en la supervisión y organización de los períodos formativos por el sistema de residencia, los procedimientos de evaluación de los especialistas en formación y la evaluación y control de calidad de los distintos elementos que configuran las estructuras docentes donde se imparten dichos programas...».
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	El anexo II del RD 1393/2007, por el que se establece la ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales, delimita materias básicas por rama de conocimiento, resultando las siguientes materias básicas en Ciencias de la salud: Anatomía Animal; Anatomía Humana; Biología; Bioquímica; Estadística; Física; Fisiología; y Psicología.
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	Art. 2 DECS: «Son especialidades en Ciencias de la Salud por el sistema de residencia las que figuran relacionadas en el anexo I, clasificadas, según la titulación requerida para acceder a ellas, en especialidades médicas, farmacéuticas, de psicología, de enfermería y multidisciplinares. De conformidad con lo previsto en el art. 16 de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, corresponde al Gobierno la creación de nuevos títulos de especialista o la modificación y supresión de los que se relacionan en el anexo I, según lo requieran las necesidades del sistema sanitario, la evolución de los conocimientos científicos en la formación de especialistas en Ciencias de la Salud y su adaptación a las directrices derivadas de la normativa comunitaria sobre la materia».
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	Art. 3.1 DECS: «Los títulos de especialista en Ciencias de la Salud además de las características previstas para ellos en la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, y de las que corresponden a dichos títulos como consecuencia de su carácter oficial, se expedirán una vez dictada orden de concesión de los mismos por el Ministerio de Educación y Ciencia. En dicha orden se hará constar: a) El título universitario a través del que se ha accedido a plaza de especialista en formación; b) La unidad y en su caso centro docente donde se ha cursado la formación; c) La convocatoria de prueba selectiva para el acceso a plazas de formación sanitaria especializada en la que se obtuvo plaza en formación; d) La fecha de concesión del título, que será la misma para todos los residentes de la misma promoción y especialidad, salvo los supuestos de repetición de curso, revisión de las evaluaciones, u otras causas de prórroga o suspensión del período formativo previstas en este Real Decreto y en la legislación que regula la relación laboral especial de residencia. Emitida la orden de concesión, y previo abono de las correspondientes tasas, los interesados podrán solicitar la expedición material del título, en cuya denominación se hará constar el título universitario a través del que se ha accedido a la especialidad de que se trate y la duración en años del período de residencia. La fecha de expedición del título será la de abono de las tasas. El interesado podrá solicitar, desde el momento en el que abone los correspondientes derechos, la expedición de una certificación supletoria provisional que sustituirá al título oficial, en tanto no se produzca su expedición material, y tendrá idéntico valor a efectos del ejercicio de los derechos inherentes al título».
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	 (51) 

	Art. 3.2 DECS: «De conformidad con lo previsto en la disposición adicional segunda de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, y en el párrafo final de la disposición adicional decimosexta de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, tanto la utilización del título de especialista como su denominación, en los términos que se contienen en el anexo I de este Real Decreto, serán de utilización exclusiva por los profesionales que los ostenten. En consecuencia, de conformidad con lo previsto en la disposición adicional décima 1 del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, los títulos universitarios a los que se refiere dicho Real Decreto no podrán inducir a confusión ni coincidir en su denominación y contenidos con los de los especialistas en Ciencias de la Salud regulados en el Capítulo III de la Ley 44/2003. Los citados títulos universitarios tampoco podrán tener los mismos efectos profesionales que el art. 16.3 Ley 44/2003 atribuye a los títulos de especialistas en Ciencias de la Salud».
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	 (52) 

	El art. 12 RD 1393/2007 previene que la Universidad está facultada para proponer la adscripción del graduado universitario a diversas ramas de conocimiento -Arte y Humanidades; Ciencias; Ciencias de la salud; Ciencias sociales y jurídicas; e Ingeniería y Arquitectura- entre las que se encuentra la vinculada con Ciencias de la salud, incluyendo la prohibición conocida en su DA 10.ª.
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	 (53) 

	Así, por ejemplo, en el decreto formativo existe alguna previsión de naturaleza netamente laboral, específicamente la que modifica el régimen jurídico del descanso entre jornadas a su vez previsto previamente en el decreto laboral -art. 5.1.b) DRCS-, circunstancia que ha determinado que el Ministerio de Trabajo haya tenido que intervenir como coproponente de esta norma. Igualmente, en el decreto laboral existe alguna previsión que despliega efectos más allá del terreno laboral y se inserta en el formativo, por ejemplo, la DA 5.ª DRCS, referida al procedimiento de revisión de las evaluaciones. Como se explicita en la exposición de motivo del decreto formativo, los procedimientos de evaluación regulados en el propio RD 183/2008 «... se insertan en el marco de las previsiones contenidas en la disposición adicional quinta del Real Decreto 1146/2006...».


	 Ver Texto 




	 (54) 

	La incorporación de España a la Comunidad Económica Europea, hoy Unión Europea, tuvo lugar a través de la suscripción del Tratado de adhesión de junio de 1985, tramitado como Ley Orgánica 10/1985, de autorización para la adhesión a las Comunidades Europeas.
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	 (55) 

	Como señala M. SalmerónSalto: «Régimen jurídico de los títulos de medicina...», cit. pág. 248, el reconocimiento de títulos y diplomas en el Derecho comunitario engloba dos áreas complementarias: el reconocimiento de los diplomas de formación con fines académicos y el reconocimiento de títulos con fines profesionales.
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	 (56) 

	El 6 de junio de 1974 el Consejo aprobó una Resolución sobre las líneas a seguir en relación con el reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y otros títulos y desde esa misma fecha se iniciaron los trabajos encaminados a elaborar directivas sectoriales sobre este asunto, incluyendo en ocasiones la coordinación de las condiciones de la formación, con el resultado de que 7 profesiones liberales fueron objeto inicialmente de directivas sectoriales de armonización: médicos, enfermeros, dentistas, veterinarios, matronas, arquitectos y farmacéuticos, vid., M. SalmerónSalto: «Régimen jurídico de los títulos de medicina en España», cit. pág. 253.
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	 (57) 

	En el Consejo europeo celebrado en Fontainebleau en junio de 1984 se constató que la política normativa basada en la armonización sectorial resultaba insuficiente, por lo que desde ese momento los esfuerzos pasaron a dirigirse a la adopción de directivas centradas en la aplicación del reconocimiento mutuo: Directiva 89/48, relativa a un sistema general de reconocimiento de los títulos de enseñanza superior que sancionan formaciones profesionales de una duración mínima de 3 años y Directiva 92/51, que establece un segundo sistema general de reconocimiento de formaciones profesionales.
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	 (58) 

	Directiva 75/362, sobre reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y otros títulos de médico; Directiva 75/363, sobre coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas referentes a las actividades de los médicos; Directiva 81/1057, por la que se completan las Directivas 75/362, 77/452, 78/686 y 78/1026, referentes al reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y otros títulos de médico, enfermero, responsable de cuidados generales, de odontólogo y de veterinario respectivamente, en lo que se refiere a derechos adquiridos; Directiva 82/1976, por la que se modifican las Directivas 75/362 y 75/363; Directiva 86/457, relativa a una formación específica en Medicina General; Directiva 89/594; y Directiva 90/658, que reconoce los títulos de médico y de médico especialista en la antigua RDA.
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	 (59) 

	La Directiva 93/16 ha resultado modificada por el Acta de Adhesión de Austria, Finlandia y Suecia y también por las Directivas 97/50/CEE, 98/21/CE, 98/63/CE, 1999/46/CE y 2001/19/CE, esta última relativa al sistema general de reconocimiento de las calificaciones profesionales y que a su vez modifica otras normativas relativas a las profesiones de enfermero responsable de cuidados generales, odontólogo, veterinario, matrona, arquitecto, farmacéutico y médico.
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	 (60) 

	Vid., Escuela andaluza de salud pública, Consejería de salud, Observatorio de salud en Europa: «La formación y el reconocimiento de títulos en la UE: Implicaciones en la libre circulación de profesionales sanitarios», en Informes estratégicos, núm. 2 (2003), ed. en Internet, pág. 5 de 9, donde se afirma que esta circunstancia determina que las estructuras de los sistemas educativos varíen considerablemente, tanto entre los Estados miembros de la Unión Europea como incluso dentro de los territorios nacionales. Existe, en consecuencia, una gran diversidad en cuanto a responsabilidades en la financiación, gestión y evaluación de la educación y la formación En este contexto, aunque la Unión Europea no dispone de una política común de educación y debe respetar las competencias en esta materia de los Estados miembros, al menos ofrece en este terreno propuestas como las siguientes: a) Cooperación multinacional en las políticas de educación y formación; b) Sistemas de intercambio y oportunidades de aprendizaje en el extranjero; c) Proyectos innovadores de enseñanza y aprendizaje; d) Un marco para tratar asuntos horizontales, como las nuevas tecnologías en la educación y el reconocimiento internacional de las cualificaciones; y, e) Una plataforma para consensuar, comparar, establecer referencias y elaborar políticas.
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	 (61) 

	Desajuste que no sería nada conveniente a la vista de la tendencia alcista de la demanda de médicos para los próximos años, que agravará el déficit actualmente existente a escala europea, vid., Informe de la OCDE Simoens & Hurst, 2006, citado en AA.V.V., Universidad de las Palmas de Gran Canaria, grupo de investigación en economía de la salud, «Oferta y necesidad de médicos especialistas en España (2006/2030)», ed. en Internet, marzo, 2007, págs. 15 de 158.
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	 (62) 

	Al precisar los requisitos mínimos que ha de reunir un título de médico para que sea reconocido en otro Estado miembro, la D 93/16 parte de la distinción entre el título de médico generalista y título de médico especialista, con M. PernásMartínez: «El reconocimiento de los títulos universitarios en el marco del Derecho comunitario», en AA.VV., Manual jurídico de la profesión médica, cit. pág. 258.


	 Ver Texto 




	 (63) 

	A fin de «... situar en un plano de igualdad, dentro de la Comunidad, al conjunto de los profesionales nacionales de los Estados miembros [y también] para el reconocimiento recíproco de diplomas, certificados y otros títulos de médico especialista...» -considerando núm. 14 D 93/16-. La Directiva de 1993 tenía por objeto facilitar la libre circulación de los médicos y el reconocimiento mutuo de sus diplomas, certificados y otros títulos, y a tal efecto incorporaba una distinción entre dos tipos de títulos de formación médica especializada: a) Títulos que son objeto de un reconocimiento automático e incondicional entre los Estados miembros; y, b) Títulos que facultan al médico para ejercer en su Estado miembro de origen una actividad médica que corresponde en cierta medida, aunque no de manera formal, a la especialidad médica que desea ejercer en el Estado miembro de acogida. Por lo que respecta a este último supuesto, la Directiva establecía que el Estado miembro de acogida podrá exigir a los médicos migrantes que cursen una formación complementaria. Sin embargo, dicho Estado queda obligado a tener en cuenta los períodos de formación especializada realizados por los médicos migrantes y sancionados por un título, cuando dichos períodos correspondan a los exigidos en el Estado miembro de acogida para la formación especializada de que se trate. Por lo demás, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea tiene dicho que el objetivo de la Directiva de 1993 era facilitar la movilidad de los médicos comunitarios que hayan recibido una formación médica especializada, mediante la previsión de normas y criterios comunes que, en la medida de lo posible, conduzcan al reconocimiento mutuo de los títulos. En su sentencia de 16 de mayo de 2002 -asunto C-232/1999-, el Tribunal recordaba que caso de que sea necesario seguir una formación complementaria, la Directiva obliga al Estado miembro de acogida a tener en cuenta, a la hora de determinar dicha formación, la cualificación profesional del interesado.
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	 (64) 

	Vid., M. PernásMartínez: «El reconocimiento de los títulos universitarios...», cit. pág. 266.
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	 (65) 

	Esta norma dispuso una convocatoria específica para plazas de esta especialidad a la que sólo podían concurrir los licenciados en Medicina que hubieran obtenido su título después del 1 de enero de 1995, manteniendo la convocatoria general -RD 127/1984- para el resto de especialidades.
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	 (66) 

	Art. 3.e) D 2005/36: «formación regulada», toda formación orientada específicamente al ejercicio de una profesión determinada y que consista en un ciclo de estudios completado, en su caso, por una formación profesional, un período de prácticas profesional o una práctica profesional. La estructura y el nivel de la formación profesional, del período de prácticas profesionales o de la práctica profesional se determinarán mediante las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas del Estado miembro correspondiente o serán objeto de control o aprobación por la autoridad que se determine con este fin».
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	 (67) 

	Vid., «Guías europeas generales», en http://ec.europa.eu/youngeurope, pág. 8 de 16.
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	 (68) 

	Cada Estado miembro reconoce automáticamente los títulos de formación que dan acceso, entre otras actividades, a las de médico, odontólogo y veterinario. La Directiva también retoma el principio del reconocimiento automático de las especialidades de medicina y odontología comunes como mínimo a dos Estados miembros, aunque limita la introducción futura de nuevas especialidades de medicina -que se benefician del reconocimiento automático- a las comunes al menos a dos quintas partes de los Estados miembros. Para las demás especializaciones, no cubiertas por la Directiva o cubiertas únicamente para el Estado miembro de acogida, el reconocimiento es individual pero sólo se obtiene una vez que el Estado miembro de acogida haya procedido a comparar la formación obtenida en el Estado miembro de origen con la que puede obtenerse en el Estado miembro de acogida, y haya tenido en cuenta la experiencia profesional, formación complementaria y formación continua, en su caso, del interesado.
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	 (69) 

	Interesa señalar que a excepción de las profesiones de médico y arquitecto, la Directiva de 2005 proporciona un programa mínimo de materias que deben estudiarse y deja abierta la posibilidad para que los Estados miembros establezcan programas de estudio más avanzados. Estas listas de materias figuran en el anexo V de la Directiva y pueden modificarse hasta el límite que requiera su adaptación al progreso científico y técnico. Una vez recibida la formación profesional, los candidatos a médico, enfermero, odontólogo, veterinario, matrona o asistente obstétrico, farmacéutico y arquitecto poseerán un título de formación, expedido por los organismos competentes de los Estados miembros, que les permitirá practicar la profesión en cualquier Estado miembro sin perjuicio de los derechos adquiridos específicos conferidos a las profesiones en cuestión. Cuando los títulos de formación de médico que permiten el acceso a las actividades profesionales de médico de base y médico especialista pertenecientes a los nacionales de los Estados miembros no respondan al conjunto de las exigencias de formación descritas, cada Estado miembro reconocerá como prueba suficiente los títulos de formación expedidos por estos Estados miembros cuando sancionen una formación comenzada antes de las fechas de referencia que figuran en el anexo V de la Directiva de 2005.
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	 (70) 

	Vid., STC 42/1982.
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	 (71) 

	En el caso de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, las referencias que el decreto formativo hace a las Comunidades Autónomas se entienden realizadas al Instituto nacional de gestión sanitaria, en lo que respecta a las unidades y centros acreditados para la formación de especialistas en Ciencias de la salud -DA 6.ª DECS-.
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	 (72) 

	La normativa sanitaria básica del Estado es de aplicación directa, sin necesidad de desarrollo, vid., T. GonzálezCueto: «Las Administraciones Públicas en la protección de la salud: la distribución de competencias», en AA.VV., Manual jurídico de la profesión médica, cit. pág. 685. Así, por ejemplo, constituye legislación sanitaria básica la determinación de los requisitos técnicos para la autorización de las instalaciones, equipos, organización y régimen de funcionamiento de los centros sanitarios, igual que la homologación de los programas de formación, perfeccionamiento y especialización del personal sanitario cuando con ello se regulen las condiciones de obtención de títulos académicos o profesionales, vid., STC 32/1983.
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	 (73) 

	Al amparo de la competencia normativa del Estado en materia de legislación sanitaria básica, se dictó la Ley 14/1986, General de sanidad, actualmente en vigor sin perjuicio de que alguno de sus preceptos haya sido formalmente derogado por la normativa básica sanitaria posterior. El modelo actual de organización de la actividad sanitaria arranca con dicha Ley y consiste en un Sistema Nacional de Salud que aglutina el conjunto de los servicios públicos de salud, incluidos los autonómicos, que integran todos los centros, servicios y establecimientos de la propia Comunidad Autónoma, Diputaciones, Ayuntamientos y otras Administraciones territoriales intracomunitarias -art. 50 LGS-, esquema que además prevé la integración de los servicios sanitarios de la Seguridad Social en los servicios de salud autonómicos -DA 6.ª LGS-. Por otro lado, la plena integración de los centros sanitarios de la Seguridad Social en los servicios de salud de las Comunidades Autónomas no resultaba factible hasta que la Comunidad Autónoma en cuestión asumiese plenamente las competencias en materia de asistencia sanitaria de la Seguridad Social en función del nivel competencial de cada Comunidad Autónoma, vid., H. LosadaGonzález y R. GamirMeade: «La Administraciones general del Estado y la sanidad», en AA.VV., Manual jurídico de la profesión médica, cit. pág. 719.


	 Ver Texto 




	 (74) 

	Con arreglo a la Ley 14/1986, lo esencial del ejercicio de la medicina y del resto de las profesiones sanitarias -excepto Odontología y otras profesiones relacionadas con la salud dental- quedaba deferido a otras disposiciones, ya fuesen las reguladoras del sistema educativo, ya las de las relaciones con los pacientes, ya las relativas a los derechos y deberes de los profesionales en cuanto tales o ya las que regulan las relaciones de servicio de los profesionales con los centros o las instituciones y corporaciones públicas y privadas. Esta situación de práctico vacío normativo, unida a la íntima conexión que el ejercicio de las profesiones sanitarias tiene con los derechos a la protección de la salud, a la vida y a la integridad física, a la intimidad personal y familiar, a la dignidad humana y al libre desarrollo de la personalidad aconsejaba un tratamiento legislativo específico y diferenciado de las profesiones sanitarias como el que lleva a cabo la Ley 44/2003, vid., exposición de motivos Ley 44/2003.
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	Y entre otros la Ley de 20 de julio de 1955, el RD 2015/1978 y el RD 3303/1978, sobre Especialidades de la profesión médica; la Ley 24/1982, sobre Prácticas y enseñanzas sanitarias especializadas y el propio RD 127/1984, urgiendo asimismo a una actualización de estas disposiciones y de todas aquéllas correspondientes a la formación y especialización de las profesiones sanitarias.
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	 (76) 

	DF 1.ª LCCSS: «1. Esta ley se dicta al amparo del art. 149.1.1.a, 16.a y 17.a de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de bases y coordinación general de la sanidad y régimen económico de la Seguridad Social. 2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior los siguientes preceptos: a) Los arts. 10, 22.3 y el último párrafo del art. 28.2, que se dictan al amparo del art. 149.1.14.a de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de Hacienda general y que se entenderán sin perjuicio de los regímenes forales del País Vasco y Navarra; b) El Capítulo IV, que se dicta al amparo del art. 149.1.15.a de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica; c) La sección 1.a del Capítulo II, los arts. 54, 58, 60 y 63 y la disposición adicional primera, que son aplicables únicamente a la Administración General del Estado».
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	 (77) 

	Este Plan tiene por finalidad incrementar la cohesión del Sistema y ayudar a garantizar la máxima calidad de la atención sanitaria, ofreciendo herramientas útiles a los profesionales y a los responsables de salud de las Comunidades Autónomas en su objetivo de mejorar la calidad. El Plan ofrece seis grandes áreas de actuación que pretenden dar respuesta a las cuestiones que afectan a los grandes principios y retos del sistema sanitario: a) Protección, promoción de la salud y prevención; b) Fomento de la equidad; c) Apoyo a la planificación de los recursos humanos en salud; d) Fomento de la excelencia clínica; e) Utilización de las tecnologías de la información para mejorar la atención de los ciudadanos; y, f) Aumento de la transparencia. En el área de apoyo a la planificación de los recursos humanos en el sector sanitario quedan previstas, entre otras actuaciones, la de llevar a cabo un análisis de la necesidades de especialistas a medio y largo plazo y apoyar las unidades encargadas de su formación.
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	DF 4.ª.1.º DECS: «Los Ministerios de Sanidad y Consumo y de Educación y Ciencia velarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, por la calidad de la formación especializada en Ciencias de la salud y por el desarrollo de la misma conforme a lo establecido en este Real Decreto».
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	Art. 35.3 LCCSS: «La Comisión de Recursos Humanos estará presidida por el Ministro de Sanidad y Consumo. Su composición se establecerá reglamentariamente, y deberán estar representadas en todo caso las comunidades autónomas y los ministerios competentes. Se podrán crear comisiones técnicas y foros de participación que dependerán de la Comisión de Recursos Humanos. A tal objeto, se crean los siguientes órganos, cuya composición y funcionamiento se desarrollarán reglamentariamente: a) El Foro Marco para el Diálogo Social, que, sin perjuicio de las competencias que determine la norma básica reguladora de las relaciones laborales de los trabajadores del Sistema Nacional de Salud, tiene como objetivo ser el ámbito de diálogo e información de carácter laboral, promoviendo el desarrollo armónico de sus condiciones. Estará constituido por las Administraciones Públicas presentes en la Comisión de Recursos Humanos y las organizaciones sindicales más representativas en el sector sanitario. El Foro profesional, que será el marco de diálogo e información sobre la formación de postgrado y continuada, y sobre los requisitos formativos, de evaluación y competencia de las profesiones sanitarias. En él estará representada la Comisión Consultiva Profesional».
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	 (80) 

	Al respecto, probablemente no esté de más señalar que en el seno de este órgano se aprobó en 2005 un marco retributivo común para todos los residentes que posteriormente fue incorporado al decreto laboral.
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	Se trata de un órgano especializado en cuestiones laborales constituido por las Administraciones presentes en la Comisión de recursos humanos y las organizaciones sindicales más representativas del sector sanitario; depende de aquella Comisión y la apoya y asesora en las funciones de coordinación de las políticas de recursos humanos del Sistema Nacional de Salud, entre las que se halla el régimen jurídico de la prestación de servicios MIR-DIR. De acuerdo con el art. 11.4 de la Ley 55/2003, por la que se aprueba el Estatuto marco del personal estatutario de los servicios de salud, este Foro marco ha sido el órgano en cuyo seno fueron negociados los aspectos básicos relacionados con los derechos y deberes profesionales de los residentes sanitarios en formación como especialistas.
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	La necesidad de una colaboración estrecha entre los responsables gubernativos y autonómicos implicados en la planificación de la formación sanitaria especializada, incluyendo a la Comisión de recursos humanos del Sistema Nacional de Salud y también a las comisiones de docencia queda de manifiesto en la DF 4.2.º DECS, que establece que el Ministerio de Sanidad, «... con el fin de homogeneizar la aplicación práctica de la formación sanitaria especializada, podrá convocar, previo acuerdo con la Comisión de recursos humanos, reuniones de trabajo de los presidentes de las comisiones de docencia, a las que asistirán también representantes de las Comunidades Autónomas. En dichas reuniones se propondrá el estudio y deliberación de temas de interés común para la mayor eficiencia del sistema de formación especializada y de los programas formativos».
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	DF 1.ª LOPS: «1. Esta ley se aprueba de acuerdo con las competencias exclusivas que asigna al Estado su art. 149.1.1.a y 16.a de la Constitución, y sus preceptos son bases de la sanidad. 2. Se exceptúan de lo establecido en el apartado anterior el capítulo III del título II de esta ley, su disposición adicional tercera y sus disposiciones transitorias primera y cuarta, que se aprueban en uso de las competencias que al Estado asigna en exclusiva el art. 149.1.30.a de la Constitución para la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos profesionales».
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	 (84) 

	Tal sucede, en particular, con el precepto dedicado al jefe de estudios de formación sanitaria especializada -art. 10.2 DECS-; con el capítulo IV, dedicado al tutor -arts. 11 y 12 DECS- y a otras figuras docentes -art. 13 DECS-; y con el precepto que reconoce el deber general de supervisión a cargo de todos los profesionales que presten servicios en la unidad docente del residente -art. 14 DECS-.
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	DF 2.ª DECS: «1. Este real decreto se dicta al amparo del art. 149.1.30.ª de la Constitución para la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos profesionales. 2. Tienen la consideración de normas básicas el Capítulo IV, los arts. 10.2 y 14 y la disposición adicional tercera de este Real Decreto, que se dictan al amparo de lo establecido en el art. 149.1.1.ª y 16.ª de la Constitución...».
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	Vid., STC 35/1982.
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	Vid., STC 18/1982, estableciendo que los reglamentos ejecutivos y en desarrollo de ley son «legislación laboral».
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	DF 1.ª.3 LOPS: «Se exceptúan de lo establecido en el apartado 1 anterior los arts. 8.2 y 20.3.f) y la disposición adicional primera de esta Ley, que se aprueban al amparo de las competencias exclusivas que asigna al Estado el art. 149.1.7.º de la Constitución para el establecimiento de la legislación laboral».
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	DF 1.ª DRCS: «Este Real Decreto se dicta al amparo de lo establecido en el art. 149.1.7.º de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en legislación laboral, sin perjuicio de la ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas».


	 Ver Texto 




	 (90) 

	Vid., Dictamen núm. 1717/2006, dictado con ocasión del proyecto de real decreto por el que se regula la relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas en Ciencias de la Salud.


	 Ver Texto 




	 (91) 

	DF 2.ª.4 DECS: «La disposición final primera se dicta al amparo de la competencia atribuida al Estado en el art. 149.1.7.º de la Constitución, en materia de legislación laboral».


	 Ver Texto 




	 (92) 

	La consagración constitucional del derecho a negociar colectivamente las condiciones de trabajo excluye la posibilidad de considerar que la negociación colectiva es una fuente dependiente de la ley. Ello no obstante, lo que es innegable es que la norma del Estado es jerárquicamente superior en el plano aplicativo, vid., STC 210/1990.


	 Ver Texto 




	 (93) 

	Vid., F. ValdésDal-Ré: «El sistema español de relaciones laborales: una aproximación», RL, 1/2 (1996).


	 Ver Texto 




	 (94) 

	La aptitud de la negociación colectiva para regular cualquier materia de índole laboral ha sido reconocida expresamente por nuestro Tribunal Constitucional, quien con relación a la eventual regulación por convenio colectivo de una materia constitucionalmente reservada a la ley orgánica, como los derechos fundamentales -art. 81CE-, ha manifestado que de la Constitución «... no se deriva (...) ningún principio que con carácter general sustraiga a la negociación colectiva la regulación de las condiciones de ejercicio de los derechos fundamentales», vid., STC 58/1985.


	 Ver Texto 




	 (95) 

	Sobre la determinación de lo básico en este ámbito de actividad, vid., STC 99/1987, poniendo de manifiesto que «... es éste, desde luego, un ámbito cuyos contornos no pueden definirse en abstracto y a priori, pero en el que ha de entenderse comprendida, en principio, la normación relativa a la adquisición y pérdida de la condición de funcionario, a las condiciones de promoción en la carrera administrativa y a las situaciones en que ésta puede darse, a los derechos y deberes y responsabilidad de los funcionarios y a su régimen disciplinario, así como a la creación e integración, en su caso, de cuerpos y escalas funcionariales y al modo de provisión de puestos de trabajo al servicio de las Administraciones Públicas». En nuestra doctrina científica, vid., J. P. LandaZapiraín: La reforma de la Sanidad pública y del régimen jurídico de su personal, Madrid, 1999, pág. 231.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	Hasta la Ley 55/2003, la normativa básica estatal en materia de régimen jurídico del personal al servicio de las instituciones sanitarias públicas estaba contenida en los tres Estatutos del personal al servicio de las instituciones sanitarias -Estatuto jurídico del Personal Médico de la Seguridad Social, que incluía a los facultativos médicos de la Seguridad Social, titulares o en propiedad, interinos, eventuales o contratados (Decreto 3160/1966); Estatuto del Personal Sanitario no Facultativo, que incluía al personal titulado de grado medio y similar (Orden de 26 de abril de 1973); y Estatuto del Personal no Sanitario de las Instituciones sanitarias de la Seguridad Social, que comprendía al personal técnico, titulado o no, al de servicios especiales, al personal de oficio y al personal subalterno (Orden de 5 de julio de 1971)-. La Ley 55/2003 ha servido para consolidar la naturaleza funcionarial de la relación estatutaria, rompiendo así tanto con la construcción del tertium genus de esta relación -distinta de la laboral y aproximada a la funcionarial- aceptada por nuestra doctrina y Tribunales cuanto con las orientaciones de los proyectos de Estatuto que se sucedieron durante los 90, que apostaban por laboralizar la relación de servicios de este colectivo de profesionales, con I. Gonzálezdel Rey y P. MenéndezSebastián: «La ordenación del tiempo de trabajo del personal estatutario del Sistema Nacional de Salud», RL, 20 (2006), pág. 16. Con respecto a las propuestas de laborización de la relación de trabajo de los profesionales de las instituciones sanitarias, A. PalomarOlmeda y J. VázquezGarranzo: Personal estatutario del Sistema Nacional de Salud, Navarra, 2006, pág. 409.


	 Ver Texto 




	 (97) 

	Art. 2.3 EBEP: «El personal docente y el personal estatutario de los Servicios de Salud se regirán por la legislación específica dictada por el Estado y por las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias y por lo previsto en el presente Estatuto, excepto el Capítulo II del Título III, salvo el art. 20, y los arts. 22.3, 24 y 84».


	 Ver Texto 




	 (98) 

	Vid., J. Cayónde las Cuevas: «La incidencia del Estatuto básico del empleado público en el régimen jurídico del personal estatutario de los servicios de salud: problemas de solapamiento normativo», Actualidad jurídica Aranzadi, 742/2007, pág. 3 de 9.


	 Ver Texto 




	 (99) 

	En primer lugar, no se aplica el régimen de la carrera profesional y promoción interna, excepto el art. 20 EBEP, referido a la evaluación del desempeño. Tampoco se aplican, en segundo lugar, los arts. 22.3 EBEP, 24 EBEP y 84 EBEP, referentes a las retribuciones complementarias, parcialmente ligadas a la carrera profesional -vid., L. Azemar IMallard: «Objeto, ámbito de aplicación y leyes de desarrollo», en AA.VV., Comentarios al Estatuto básico del empleado público (S. del ReyGuanter, coord.), Madrid, 2008, pág. 144-, y a la movilidad voluntaria de personal entre Administraciones Públicas. La aplicación de la Ley 7/2007 en la relación de servicios del personal estatutario también se sigue del art. 2.4 EBEP, que realiza una confusa equiparación entre funcionario de carrera y personal estatutario cuando señala que cada vez que la propia Ley 7/2007 haga mención al personal funcionario de carrera se entenderá comprendido el personal estatutario de los Servicios de salud, con J. Cayónde las Cuevas: «La incidencia del Estatuto básico...», cit. pág. 3 de 9.
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	DF 1.ª EBEP: «Las disposiciones de este Estatuto se dictan al amparo del art. 149.1.18.ª de la Constitución, constituyendo aquellas bases del régimen estatutario de los funcionarios; al amparo del art. 149.1.7.ª de la Constitución, por lo que se refiere a la legislación laboral, y al amparo del art. 149.1.13.ª de la Constitución, bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica».
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	 (101) 

	DF 1.ª.3 EMPE: «Se exceptúan de lo establecido en el anterior apartado 1, la disposición adicional segunda, en cuanto al personal con vínculo laboral de los centros sanitarios a los que la misma se refiere, y la disposición transitoria primera, que se dictan al amparo del art. 149.1.7.a de la Constitución»


	 Ver Texto 




	 (102) 

	DT 1.ª EMPE: «La limitación del tiempo de trabajo establecida en el art. 48.2 de esta ley se aplicará al personal sanitario en formación como especialistas mediante residencia, tanto de los centros públicos como de los privados acreditados para la docencia, de acuerdo con las siguientes normas: a) 58 horas semanales de promedio en cómputo anual, entre el 1 de agosto de 2004 y el 31 de julio de 2007. b) 56 horas semanales de promedio en cómputo semestral, entre el 1 de agosto de 2007 y el 31 de julio de 2008. c) A partir del 1 de agosto de 2008 será aplicable a este personal la limitación general de 48 horas semanales».
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	 (103) 

	DA 2.ª EMPE: «El régimen de jornada y de descansos establecido en la sección 1.a del Capítulo X de esta Ley será de aplicación al personal sanitario a que se refiere el art. 6, sea cual sea el vínculo jurídico de su relación de empleo, de los centros y servicios sanitarios gestionados directamente por los servicios de salud. Asimismo, dicho régimen será de aplicación, bien con carácter supletorio en ausencia de regulación sobre jornada y descansos en los convenios colectivos en cada caso aplicables, bien directamente si la regulación de esta ley resulta más beneficiosa que las previsiones de dichos convenios, al personal de los centros vinculados o concertados con el Sistema Nacional de Salud, cuando tales centros estén formalmente incorporados a una red sanitaria de utilización pública».
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	DF 1.ª.2 EMPE: «La disposición adicional segunda se dicta, además, al amparo del art. 149.1.16.º de la Constitución, por lo que sus previsiones constituyen bases de la sanidad».
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	 (105) 

	Dicho de otra forma, los acuerdos colectivos de los funcionarios públicos constituyen una consecuencia lógica de la aplicación de la normativa sobre Función pública y en puridad no son manifestación de la autonomía colectiva sino de un poder singular, esto es, de una facultad jurídica creada y atribuida por normas legales que permite a las organizaciones sindicales participar en el proceso de elaboración normativa con capacidad para condicionar el contenido de las decisiones públicas, vid., J. MauriMajós: «La negociación colectiva», en AA.VV., Comentarios al Estatuto básico del empleado público, cit. pág. 382.
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	 (106) 

	Vid., R. RoquetaBuj: El derecho de negociación colectiva en el Estatuto básico del empleado público, Madrid, 2007, págs. 438-439.
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